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que establece la Conven-
ción sobre los Derechos del 
Niño, ratificada por Chile en 
1990, la Ley de Garantías 
del 2022 y la realidad coti-
diana: según la Defensoría 
de la Niñez, el 31,9% de los 
niños, niñas y adolescentes 
ha sufrido algún tipo de vio-
lencia, el 39,7% se siente 
poco o nada seguro en su 
barrio, el 23,4% ha vivido 
maltrato institucional y cer-
ca del 60% considera insu-
ficiente el acceso a la aten-
ción de salud mental.
Ante este drama social y cul-
tural, parece fácil responsa-
bilizar a los equipos de sa-
lud, educación o a quienes 
implementan programas de 
protección. Pero muchos de 

ellos trabajan en condicio-
nes adversas, con escasos 
recursos, alta sobrecarga y 
limitada formación especia-
lizada. Las dificultades no 
están en quienes ejecutan 
las políticas, sino en que el 
Estado no garantiza los re-
cursos necesarios para que 
las leyes se materialicen en 
los territorios.
De hecho, los diagnósticos 
sobre la implementación de 
la Ley de Garantías apuntan 
a que el financiamiento es 
insuficiente para el funcio-
namiento operativo a nivel 
territorial y la correcta ges-
tión de casos de vulnerabi-
lidad. A ello se suman una 
débil respuesta ante alertas 
tempranas, la persistencia 

de listas de espera en ser-
vicios especializados, la 
precarización laboral que 
exhiben algunos programas 
de protección y una frágil 
articulación entre servicios 
públicos.
En medio de un escenario 
preelectoral, resulta pre-
ocupante que, aunque los 
niños, niñas y adolescentes 
representan el 22% de la 
población chilena, sus vo-
ces sigan invisibilizadas. No 
es casualidad que un 44,1% 
de los niños, niñas y adoles-
centes afirma que nunca o 
casi nunca se considera su 
opinión en temas importan-
tes, y que apenas un 16,5% 
piensa que se respetan sus 
derechos.

En el debate público suele 
olvidarse que una socie-
dad segura es aquella que 
protege los derechos de la 
niñez y adolescencia, por 
lo que urge priorizar su 
bienestar, protección y par-
ticipación en las decisiones 
que los afectan. Cualquier 
programa de gobierno que 
busque reducir la inversión 
pública en niños, niñas y 
adolescentes sería un retro-
ceso y el compromiso real 
exige propuestas concretas.
Para avanzar en el camino 
que traza la Convención so-
bre los Derechos del Niño, 
es esencial que el mundo 
académico de la región im-
pulse una reflexión inter-
disciplinaria, con enfoque 

local, que aporte al debate 
y a la formulación de pro-
puestas sobre niñez y ado-
lescencia, reconociendo 
nuestras particularidades. 
También es clave fortalecer 
el diálogo entre universi-
dades, sociedad civil, servi-
cios, empresas, gobiernos 
locales y las propias comu-
nidades de niños, niñas y 
adolescentes.
Todo esto, para construir 
un país más amable con la 
niñez y adolescencia de hoy 
y con las generaciones fu-
turas. Parafraseando al pe-
dagogo italiano Francesco 
Tonucci: una sociedad pen-
sada para los niños es, sin 
duda, una sociedad mejor 
para todos.

Cómo enfrentar la violencia 
contra niños y adolescentes

Claudio Figueroa Grenett    
Académico Escuela de 

Psicología
Universidad Santo Tomás, 

Chile

Tras el impacto que han provo-
cado recientes casos de maltrato 
infantil en Tarapacá y otras re-
giones, los niños, niñas y adoles-
centes en situación de pobreza, 
abandono y violencia vuelven a 
estar en el centro de la preocupa-
ción nacional, recordándonos do-
lorosamente las muertes ocurri-
das décadas atrás en el SENAME.
Este 2025, la ciudadanía constata 
una dolorosa distancia entre lo 

El invierno se acerca y más aún a los 155 niños y niñas que viven en 
situación de calle. Su único salvavidas, el Programa Red Calle Niños 
(2020), que brinda refugio y apoyo psicosocial, cierra, siendo la úl-
tima atención el 30 de mayo. Porque la “Ley de Presupuesto 2025” 
no le asignó recursos permanentes y el Ejecutivo lo cierra.  Ante este 
escenario, la Defensoría de la Niñez recurrió a la justicia porque esta 
omisión viola la Ley 21.430.
Desfinanciar un programa como este que salva vidas no es un error 
contable, es desprotección. Desde 2024 sobrevive con prórrogas y 
diversos problemas económicos, mientras en la calle, nada puede 
cerrarse. Cada peso en prevención ahorra siete en reparación; cada 

noche sin techo aumenta el abuso, el reclutamiento criminal y el con-
sumo de sustancias prohibidas como el alcohol y las drogas.
Por esto, exigimos un financiamiento inmediato y permanente, y que 
en el marco de la política nacional de la niñez, recién publicada se 
garantice continuidad de programas tan especializados como lo es 
trabajar con niños y niñas en situación de calle. 
La tarea del Estado como garante de derechos es ineludible, debe 
asumir su responsabilidad; la nuestra como organización de la socie-
dad civil es alertar y contribuir a la protección de los niños, niñas y 
adolescentes. 
¡Actuar es urgente!

NIÑEZ EN LA CALLE: CUANDO EL 
PRESUPUESTO LOS DEJA AFUERA

 Paulina Fernández
 Directora de Incidencia y Estudios, 
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